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No comparto la decisión de la Sala de revocar la decisión del Tribunal Administrativo del Huila que anuló los actos administrativos acusados.

Comparto los argumentos expuestos por el a quo para sustentar la violación al debido proceso en que incurrió el municipio demandado, porque para la discusión y determinación del impuesto de industria y comercio, avisos y tableros a cargo de la demandante por el año gravable 2004, no aplicó el procedimiento previsto en el Estatuto Tributario Nacional como lo disponen los artículos 66 de la Leyes 383 de 1997 y 59 de la Ley 788 de 2002.

Aplicación del Estatuto Tributario Nacional en los entes territoriales

El artículo 81 del Decreto 01 de 1984 disponía:
ARTICULO 81. PROCEDIMIENTOS ESPECIALES. En los asuntos departamentales y municipales, se aplicarán las disposiciones de la parte primera de este código, salvo cuando las ordenanzas o los acuerdos establezcan reglas especiales en asuntos que sean de competencia de las asambleas y concejos. 

De acuerdo con esta norma, los municipios y los departamentos estaban facultados para fijar procedimientos tributarios especiales. Sin embargo, el artículo 66 de la Ley 383 de 1997
 modificó el artículo 81 del C.C.A. en cuanto a procedimientos tributarios se refiere, al disponer lo siguiente:

ARTICULO 66. ADMINISTRACION Y CONTROL. Los municipios y distritos, para efectos de las declaraciones tributarias y los procesos de fiscalización, liquidación oficial, imposición de sanciones, discusión y cobro relacionados con los impuestos administrados por ellos, aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario para los impuestos del orden nacional.
Como se advierte de la norma transcrita, el Legislador impuso a los municipios y distritos, la obligación de aplicar los procedimientos del Estatuto Tributario  Nacional para:
- Declaraciones tributarias

- Fiscalización

- Liquidación Oficial 

- Imposición de sanciones

- Discusión y cobro

A partir de la disposición en comento, los Acuerdos que habían sido expedidos por los municipios y distritos perdieron fuerza ejecutoria y por lo mismo eficacia, porque al haberse modificado el artículo 81 del Decreto 01 de 1984, por el artículo 66 de la Ley 383 de 1997, desapareció el fundamento de derecho de las normas locales que regulaban procedimientos especiales tributarios. 
En esas condiciones, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 383 de 1997, los municipios y distritos no podían aplicar la normativa que hubieren expedido para regular los procedimientos tributarios en sus jurisdicciones, en los aspectos antes indicados para los cuales era obligatorio acudir al Estatuto Tributario Nacional.

Debe precisarse que los Acuerdos municipales y distritales expedidos con base en las facultades del artículo 81 del Decreto 01 de 1984 no son nulos, porque la Ley 383 de 1997 fue posterior a su expedición
. No obstante, no podían ser aplicados con posterioridad a la Ley por carecer de sustento jurídico.

Ahora bien, con la Ley 383 de 1997 la intención del Legislador fue unificar los procedimientos tributarios, razón por la cual, se limitó a establecer que los municipios y distritos debían aplicar, en adelante, los procedimientos del Estatuto Tributario Nacional, es decir, que dichos entes territoriales no tenían que ajustar sus procedimientos al Estatuto Tributario Nacional, sencillamente tenían que aplicar directamente el Estatuto como lo ordenaba el artículo 66 de la Ley 383 en mención.
Luego, fue expedida la Ley 788 de 2002, que en su artículo 59 dispuso:

ARTÍCULO 59. PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO TERRITORIAL. Los departamentos y municipios aplicarán los procedimientos establecidos en el Estatuto Tributario Nacional, para la administración, determinación, discusión, cobro, devoluciones, régimen sancionatorio incluida su imposición, a los impuestos por ellos administrados. Así mismo aplicarán el procedimiento administrativo de cobro a las multas, derechos y demás recursos territoriales. El monto de las sanciones y el término de la aplicación de los procedimientos anteriores, podrán disminuirse y simplificarse acorde con la naturaleza de sus tributos, y teniendo en cuenta la proporcionalidad de estas respecto del monto de los impuestos. (Negrillas fuera de texto)
Como se observa, con la Ley 788 de 2002, la aplicación del Estatuto Tributario Nacional se amplió a los Departamentos y a los siguientes aspectos:

· Régimen sancionatorio: La Ley 383 de 1997 sólo se refería al procedimiento para imponer sanciones, con esta nueva Ley se dispone la aplicación del régimen sancionatorio, es decir, que abarca todo lo referente a la parte sustancial contenida en el Estatuto Tributario Nacional. 

· Cobro coactivo: Se aplica el procedimiento de cobro no solo de deudas tributarias sino de los demás recursos de los entes territoriales.

· Sanciones y procedimientos: Si bien la Ley 788 de 2002 consagró como parámetro la aplicación del procedimiento y régimen sancionatorio del Estatuto Tributario Nacional, en esta oportunidad precisó, a diferencia de la Ley 383 de 1997, que podía adaptarse a la naturaleza del impuesto territorial.

En relación con la facultad para disminuir el monto de las sanciones y simplificar términos,  debe precisarse lo siguiente:

· Es un reconocimiento del legislador a la autonomía de los entes territoriales, porque permite que regulen dentro del marco de lo dispuesto en el Estatuto Tributario Nacional, el monto de las sanciones y los términos aplicables en los procedimientos tributarios, de acuerdo a los tributos que son administrados en sus jurisdicciones.

· Para hacer uso de la posibilidad prevista en el artículo 59 de la Ley 788 de 2002, las entidades territoriales debían expedir nuevos Acuerdos u Ordenanzas en las que se adoptaran los nuevos montos de las sanciones y la simplificación de términos. Para lo demás continuaba la obligación de aplicar el Estatuto Tributario Nacional.

· Dicha facultad sólo puede ser ejercida a partir de la vigencia de la Ley 788 de 2002, no en cualquier tiempo. Si no se ejerce esa facultad, es obligatorio aplicar el Estatuto Tributario Nacional. 

· Debe resaltarse que esta autorización estaba orientada a que los entes territoriales hicieran más ágiles y sencillos sus procedimientos, lo cual de ninguna manera puede hacerse en detrimento del derecho de defensa y del debido proceso de los administrados, es decir, que los términos que podían disminuirse son los que rigen las actuaciones que adelanten las autoridades tributarias.

Caso Concreto

En el asunto analizado por la Sala en la sentencia objeto del presente salvamento, el Municipio de Neiva aplicó al contribuyente el procedimiento tributario contenido en el Decreto 096 del 28 de abril de 1996.

Se advierte que el decreto municipal fue expedido antes de la entrada en vigencia de la Ley 383 de 1997, es decir, que perdió aplicabilidad con la expedición de esta Ley (artículo 66), pues ésta última disposición obligaba al ente municipal a aplicar directamente el procedimiento previsto en el Estatuto Tributario Nacional, lo cual implicaba respetarle al contribuyente los términos allí establecidos para contestar el requerimiento especial (3 meses)
 y para interponer el recurso de reconsideración (2 meses)
, razón suficiente para anular los actos administrativos demandados que aplicaron plazos distintos, lo cual es violatorio del derecho al debido proceso y de defensa del demandante. 

No comparto lo afirmado en la providencia aprobada mayoritariamente por la Sala, en el sentido de indicar que dado que la actuación administrativa cuestionada fue adelantada en el año 2006
, «bien podía atender lo dispuesto en la Ley 788 de 2002, en el sentido de simplificar los términos de procedimiento, como en efecto sucedió, respecto del término para responder el requerimiento especial que fue fijado en un mes y del determinado para la interposición del recurso de reconsideración, que fue señalado en el mismo lapso»
.
Al respecto, debo insistir en que el Decreto 096 de 1996 era inaplicable desde la expedición de la Ley 383 de 1997 y, en virtud de esta, debía utilizar el procedimiento establecido en el Estatuto Tributario Nacional. 

Además, fue sólo a partir de la Ley 788 de 2002 que el ente demandado tenía la facultad de haber expedido una nueva normativa para simplificar procedimientos y disminuir el monto de las sanciones, o simplemente aplicar lo dispuesto en el Estatuto Tributario Nacional. 

En esas condiciones, no es posible afirmar que el Decreto 096 de 1996 se ajustaba a una Ley posterior, como es la Ley 788 de 2002. En otras palabras, los términos establecidos en el Decreto no pueden analizarse a la luz de la Ley 788 de 2002, porque esa norma no estaba vigente al momento de expedición de la normativa municipal.

Adicionalmente, ninguna norma anterior ni posterior a la Ley 788 de 2002 permitía a los entes territoriales disminuir los términos para las actuaciones que deben realizar los contribuyentes ante las oficinas de impuestos.

En conclusión, en el sub examine, para la época en que se adelantó la actuación administrativa, se debió aplicar el Estatuto Tributario Nacional y, en consecuencia, se violó el debido proceso del contribuyente, porque el ente territorial demandado le concedió plazos inferiores a los previstos en dicho Estatuto para responder el requerimiento especial e interponer el recurso de reconsideración, aspecto suficiente para haber confirmado la sentencia apelada y que, en consecuencia, habría relevado a la Sala de analizar los asuntos de fondo planteados por la actora. 
Con todo respeto,
MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA
� Esta norma fue publicada el 14 de julio de 1997


� La nulidad del acto se analiza con fundamento en las normas vigentes al momento de su expedición.


� Art. 707 E.T.N.


� Art. 720 E.T.N.


� El requerimiento especial fue notificado el 13 de septiembre de 2006, como se señala en la página 14 del fallo.


� Página 14
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